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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por el apoderado judicial del señor ÁLVARO ACEVEDO ZULUAGA contra el fallo mediante el cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, el 21 de octubre de 2015, decidió no tutelar el derecho fundamental de petición invocado contra COLPENSIONES. 
ANTECEDENTES

Cuenta el apoderado judicial del señor Acevedo Zuluaga, que en nombre y representación de él, presentó 28 de agosto del presente año solicitud de expedición de copias de su historia laboral oficial válida para la solicitud de prestaciones sociales, esto es tanto la tradicional como la post 95.
Indica que el dos de septiembre de 2015, la accionada le remitió el oficio BZ2015-7947111 como respuesta a lo pedido adjuntando el reporte de la historia laboral que se descarga de la página web de Colpensiones, la cual a su juicio, no cumple con los requisitos por él pedidos, toda vez que entre otras cosas, no es válida para prestaciones sociales, ya que su carácter es sólo informativo. Así las cosas, considera que a la fecha su petición se encuentra insatisfecho pues lo contestado no cumple con las exigencias que establece el artículo 23 superior, esto es, ser una respuesta clara, concreta y de fondo.  

De acuerdo a lo dicho, pretende que la Judicatura le ordene al ente administrador del fondo de pensiones, resolver de manera inmediata su petición en las condiciones que se le solicitó. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 7 de octubre de 2015, admitió la petición de amparo interpuesta, ordenó la notificación a la parte accionada en la forma indicada en la ley y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante fallo del 21 de octubre de 2015 decidió no tutelar el derecho de petición invocado por la parte accionante, toda vez que dentro del plenario se podía observar que la entidad accionada había dado, desde antes de la interposición de la tutela, respuesta a lo solicitado, pues no hay nada dentro del plenario que permita vislumbrar que la historia laboral que le fuera remitida no es válida, como lo afirma el libelista, para la realización de trámites de prestaciones sociales, puesto que al ser la misma entregada por la administradora de pensiones, la expide dando autenticidad y plena validez a dicho documento; además en el oficio se hace referencia a que el mismo hace las veces de una copia de historia laboral tradicional y válida para prestaciones económicas. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Inconforme con la decisión adoptada por el Juez de primer nivel el apoderado judicial del señor Álvaro presentó escrito de impugnación, en el cual manifestó que la Juez A-quo no tuvo en cuenta que él está solicitando una copia de la historia laboral oficial válida para prestaciones económicas, por ello la respuesta dada por Colpensiones no resulta eficaz ni idónea, pues lo allegado nada tiene que ver con lo pedido. Aunado a ello dice que la accionada sabe que las historias laborales existentes en su página de internet sólo tienen carácter informativo y no sirven para reclamar prestaciones como el reajuste pensional al que aspira el accionante. 
Finalmente, dijo que con la decisión de primera instancia se está desconociendo por parte de la Juez A-quo el carácter fundamental del derecho de petición, como sustentó de esa afirmación citó un extracto de la sentencia T-377 del 2000. 

Así las cosas, solicitó sea revocado el fallo confutado y en su lugar se acceda a lo pedido por él. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la parte demandada ha vulnerado en forma alguna los derechos fundamentales señalados por el censor, de manera que deba revocarse o modificarse el fallo de instancia o si por el contrario, se encuentra ajustado a derecho y por ello merece la ratificación. 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, para lograr  así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que negó el amparo constitucional al derecho fundamental de petición del accionante, al considerar que la petición realizada a Colpensiones el 28 de agosto de 2015, ya ha sido resulta con el oficio que esa entidad le enviara al petente el 2 de septiembre del año avante. 
Sobre el derecho de petición

El artículo 23 de nuestra Carta Magna establece: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 
Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 

En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
Del caso concreto
De conformidad con el acontecer fáctico que se ha puesto de presente en este particular evento, debe decir la Sala que efectivamente el accionante presentó un derecho de petición ante la entidad accionada solicitando la historia laboral de su representado, indicando que requiere el formato válido para reclamar prestaciones sociales. Igualmente, no amerita discusión el hecho de que Colpensiones le dio respuesta remitiéndole una relación de las semanas cotizadas por el señor Acevedo. 
Frente a lo anterior, dice el actor que la respuesta dada por la entidad accionada no cumple con las exigencias realizadas por él en su escrito petitorio, además de que esa es la que aparece en la página de internet de la entidad y sólo tiene carácter informativo. 

Con base en lo anterior, y revisado el expediente encuentra la Colegiatura que si bien es cierto el impugnante todo el tiempo hace referencia a que la respuesta dada por Colpensiones a su solicitud no se adecua a sus exigencias, en ningún momento informa o demuestra cuáles son las características que deben tener esa respuesta para que él considere satisfecha su petición, y tampoco demuestra en dónde se dice que la historial laboral registrada en la página web de la entidad accionada solamente tiene un carácter informativo mas no legal. 
Así las cosas, no puede pretender el abogado impugnante que el Juez de tutela imparta órdenes para que una entidad expida un documento con ciertas características cuando no se le está dando la información suficiente para poder comparar y concluir que efectivamente le asiste razón y la respuesta dada no cumple con las exigencias que consagran la norma de normas y la ley, respecto a las particularidades que debe tener la contestación a un derecho de petición. 

En ese orden de ideas, no le queda otra alternativa a este Juez Colegiado que confirmar el fallo opugnado, de acuerdo a las razones dadas en precedencia. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, el 21 de octubre de 2015, dentro de la acción invocada por el representante judicial del señor ÁLVARO ACEVEDO ZULUAGA, de acuerdo a las razones consignadas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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